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Resumen:  
El presente trabajo investigativo plantea la responsabilidad jurídico-disciplinaria de los contratistas que 
ejercen funciones públicas con el Estado Colombiano, y se determina si deben ser juzgados como particulares 
o por el régimen de servidores públicos por el hecho de ejercer funciones con las instituciones 
gubernamentales.  Entre las fuentes para la argumentación de la investigación se destacan la Constitución 
Política de Colombia, la Ley 80 de 1993, el Código Único Disciplinario de 2002, Ley 1437 de 2011, entre 
otras fuentes.  En razón de lo anterior se puede indicar o expresar la gran necesidad de una norma en la cual se 
tenga en cuenta esta clase de faltas que cometen los Contratistas que ejercen funciones públicas. Si bien es 
cierto que el estado ha intentado fortalecer las normas frente al tema de contratistas que ejercen funciones 
públicas, en las cuales nos infieren sus  deberes y  obligaciones derivadas de las funciones de un contrato, 
sabemos que cualquier falta y/o conducta responden civil y penalmente, pero donde queda la responsabilidad 
jurídica disciplinaria de estos contratistas, lo que se busca es profundizar en los vacios jurídicos, respecto de 
este tema, la corte diferencia muy bien, la cual define que los funcionarios públicos respecto de  su acción u 
omisión en su cargo  deben ser investigados disciplinariamente y los contratistas responden en cuanto al 
contrato,  por lo tanto es motivar a nuestro Estado  en una  ley estricta,  donde se proteja los intereses  
patrimoniales. Respecto del tema se aclara, se analiza que es un funcionario público y un contratista que 
ejerce funciones públicas, como se enfrentan, cuales son los sus vacios jurídicos que existen en Colombia, 
porque el patrimonio del estado puede encontrarse en peligro por aquellos contratistas que no cumplen con lo 
encargado. 
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This investigative work raises the legal responsibility of the contractors who carry out public functions with 
the Colombian state and determines whether they should be judged as individuals or by the regime of public 
servants for the fact of exercising functions with government institutions. Among the sources for the 
investigation's argument are the Political Constitution of Colombia, Law 80 of 1993, the only disciplinary 
code of 2002, and Law 1437 of 2011, among other sources. Because of the foregoing, it is possible to indicate 
or express the great need for a standard which takes into account this kind of faults that are confronted by 
contractors who carry out public functions. While it is true that the state has tried to strengthen the rules 
against the issue of public officials, in which we infer their duties and obligations arising from the functions 
and behaviors emanating from a contract, we know that Any failure and/or conduct respond civilly and 
criminally, but where the legal liability of these contractors is, what is sought is to deepen the issue, is to 
motivate our state in a strict law, which protects the patrimonial interests. 
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La Corte Constitucional precisa en su Jurisprudencia sobre la Responsabilidad 
Disciplinaria que enfrentan los Contratistas que ejercen funciones públicas con el Estado. 
En este sentido, el Derecho Disciplinario es el conjunto de normas jurídicas que tienen 
como fin hacer que un grupo de personas naturales y jurídicas determinadas cumplan de 
manera correcta sus funciones, a sabiendas que eso incluye obligaciones, inhabilidades e 
incompatibilidades que, de ser contrarias a las normas, conllevan a una falta disciplinaria 
(Ballén, 1998; Castro, 2015; Procuraduría General de la Nación, 2007; Velásquez, 1996).   
 
 PROBLEMA JURÍDICO 
 
¿Cualquier persona que ejerza funciones públicas se le puede dar el estatus de 
servidor público? 
 
Para iniciar a resolver la pregunta que ocupa este artículo, es importante saber qué es 
la potestad disciplinaria, qué Entidad la ejerce, etc. Para esto se cita al autor Gómez-
Pavajeau (2011) quien en su libro Dogmática del Derecho Disciplinario señala que “la 
potestad disciplinaria constituye un poder sancionatorio interno, que castiga infracciones a 
la relación de servicio, relación esta de sujeción especial que une al funcionario público con 
la administración” (p. 14). Ahora bien, en lo que refiere a la finalidad de este, el citado 
autor refirió que: 
 
Se estructuró con la finalidad de asegurar el eficiente funcionamiento del aparato 
estatal, situación que justifica la existencia de un sistema de reglas para ejercer la 
actividad pública, que responda a los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, de acuerdo con el artículo 209 de 
la Constitución Política de Colombia (p. 16). 
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Según Rodríguez (1985 como se citó en González, 2009) “es la capacidad que tiene 
la administración de exigir obediencia disciplinaria en el ejercicio de la función 
administradora, investigando las faltas administrativas e imponiendo las sanciones 
igualmente administrativas a los funcionarios infractores” (pp. 135-136). 
 
Por otra parte, Jalvo (2006) indica que: 
 
El origen del Derecho Disciplinario no puede hacerse coincidir sin más con 
el momento de la consagración de la inamovilidad de los funcionarios” 
haciendo referencia a que esta rama del derecho surge en torno a la persona 
que realiza las funciones administrativas del Estado. (pp.  30-31). 
 
Cruz (2007) expresa, frente a la acción disciplinaria, que es una “facultad del 
Estado” o “la autoridad que la ley confiere a quienes ejercen en nuestro País el poder 
público para iniciar una investigación con el objeto de descubrir la verdad” (p. 19) este 
derecho, busca establecer con claridad los hechos, para así distribuir responsabilidad y 
sancionar lo que sea considerado falta.  
 
Pudiendo definirse en esta parte inicial del escrito, que el Derecho Disciplinario es 
aquel que busca sancionar un posible hecho que afecto el normal funcionamiento de un 
proceso o actividad que esta a cargo del Estado, es ejercido en cabeza del ministerio 
Público Procuraduría General de la Nación, Personerías, y busca poner límites a la 
actuación de los funcionarios que representan la administración estatal. 
 
Así mismo Chávez en su libro “Los convenios de la administración entre gestión 
pública y actividad contractual” comenta  que: 
 
La actuación que se lleva a cabo mediante la expedición de actos 
administrativos implica, generalmente, la expresión de la voluntad del 
Estado a través de sus propios funcionarios, mientras que la celebración de 
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contratos, por regla general, involucra la colaboración de particulares a 
través de prestación de servicios, el suministro de bienes o la ejecución de 
obras (pp. 5-6). 
 
De acuerdo a lo expuesto por Herrera (2012) “La falta de claridad en el objeto se 
debe, a que la función de administrar no es tarea exclusiva del sector público y en 
consecuencia en cuanto a principios, reglas y disposiciones se confunde con la 
administración privada” (p. 11). 
 
Expósito (2013) se enfoca a los componentes o requisitos frente al contrato entre el 
Estado y los particulares, la necesidad de cumplir a cabalidad estos requisitos para el 
debido cuidado del patrimonio de este. 
 
 De otra parte, teniendo en cuenta el estudio de Ramírez et al, (2015)  quien 
manifiesta que: 
 
La potestad de imponer sanciones es de los entes públicos a sus propios 
funcionarios con el fin de preservar los principios que guían la función 
administrativa y que se encuentran enmarcados en el 209 de la Constitución 
Política, “(moralidad, eficiencia, celeridad, igualdad, economía, 
imparcialidad, y publicidad). Aunque nada impide que se pueda sancionar 
disciplinariamente a particulares que cumplen funciones públicas o 
profesionales que tienen determinados deberes especiales (p. 4). 
 
De lo descrito anteriormente se concluye que existe una gran diferencia entre 
funcionarios públicos y contratistas, Chávez en su libro hace referencia en que el Estado se 
manifiesta a través de sus funcionarios, pero si el estado requiere una necesidad esta será 
llevada a cabo mediante particulares. 
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De otra parte, Herrera expresa que no solo en las manos del estado está la función 
de administrar, sino que también en manos del sector privado, estas necesidades que 
requiere el estado se deben llevar a cabo con la participación del sector público y privado.  
 
De lo anterior nace la pregunta, existe o no un vacío jurídico, que pueda desproteger 
o no el patrimonio del estado, dejando de lado una necesidad y una posible solución, me 
pregunto donde quedan los principios que rigen la administración, como se enfrentan los 
contratistas que ejercen funciones públicas frente a su incumplimiento y cuando se presenta 




El trabajo investigativo se divide en dos etapas, la primera se destaca por la definición de 
responsabilidad jurídica que enfrentan los contratistas.  
 
Para esta etapa el asesor jurídico quien acompaño el trabajo de investigación recomendó, 
analizo varias sentencias, leyes, que explican a profundidad el tema. Los libros y sentencias 
encontrados fueron analizados detenidamente para precisar bien el tema al respecto, sacando 
provecho de cada capítulo, para poder diferenciar funcionarios públicos de contratistas que ejercen 
funciones públicas. 
 
La segunda etapa es la recopilación de leyes, jurisprudencia, bibliografía, puntos de vista de 
varios autores donde describen la definición y la importancia de la responsabilidad que enfrentan 
los contratistas que ejercen funciones públicas, gracias a este material jurídico se amplió mejor este 
trabajo de investigación. 
 
1.  TIPO DE RESPONSABILIDAD DISCIPLINARIA QUE ENFRENTAN LOS 
CONTRATISTAS QUE EJERCEN FUNCIONES PÚBLICAS 
 
El tema radica en determinar qué clase de responsabilidad enfrentan los Contratistas 
que ejercen funciones públicas, pues se sabe que todo servidor público queda sometido al 
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régimen disciplinario según la Constitución y la ley, y, el fundamento de su aplicación es 
subjetivo, el contratista es titular de las funciones, pero es independiente si las ejerce o no 
(Parra, 1996) . 
 
La primera consideración a tener en cuenta es que los Contratistas que ejercen 
funciones públicas que omitan o abusen de su cargo no son sancionados como los 
funcionarios públicos directamente, si no que se les da otro tratamiento disciplinario, 
conforme a la prestación de servicios con la administración (Mejía, 2015). 
 
La Ley 734 de 2002 en su Artículo 27 tipifica las faltas en el ejercicio de las 
funciones públicas como leves, graves y por último gravísimas. Según el artículo “las faltas 
disciplinarias se realizarán por acción u omisión en el cumplimiento de los deberes propios 
del cargo y a su vez por extralimitarse en ellas, cuando se tiene el deber jurídico de impedir 
un resultado, pudiendo hacerlo, equivale a producirlo” (p. 3) si bien es cierto, esta norma 
enfoca exclusivamente a los funcionarios públicos, más no es claro, por qué excluye a los 
contratistas que ejercen funciones públicas. 
 
El Código Único Disciplinario (CDU) por su parte, en el libro III de Régimen de los 
particulares, artículo 53 “sujetos disciplinables”, es claro al precisar que se aplica las 
sanciones disciplinarias cuando el contratista cumpla labores de interventoría en los 
contratos estatales y ejerza funciones públicas. Sin embargo, dicho artículo fue modificado 
por la Ley 1474 de 2011, artículo 44, el cual señala que “(…) no serán disciplinables 
aquellos particulares que presten servicios públicos, salvo que en el ejercicio de dichas 
actividades desempeñen funciones públicas, evento en el cual resultarán destinatarios de las 
normas disciplinarias” (p. 11). 
 
A su vez la Corte Constitucional en Sentencia C- 037 de 2003 precisa: “Si bien en 
sentido amplio podría considerarse como función pública todo lo que atañe al Estado” (p. 
2) la Constitución en su artículo 150 numeral 23 diferencia claramente los conceptos de 
función pública y de servicio público y por lo tanto les asigna contenidos y ámbitos 
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normativos muy diferentes. En otras palabras, no se puede confundir el ejercicio de 
funciones públicas con prestación de servicios públicos. 
 
Al mismo tiempo la Corte fue enfática en diferenciarlos, pues infiere que los 
servidores públicos que violan los deberes y prohibiciones están obligados a responder 
disciplinariamente frente a los particulares que prestan un servicio y responden por las 
infracciones o restricciones. Es claro que quienes ejercen funciones públicas están sujetos a 
una actividad con el Estado, en cambio, el contratista, es una persona que realiza una 
determinada actividad para el Estado, y no está sujeta a subordinación jerárquica con la 
administración, sino que este presta un servicio de manera autónoma, por lo cual sus 
obligaciones se derivan del contrato y de la ley contractual. En resumen, la Corte señala 
que los contratistas no son destinatarios del régimen disciplinario, pues la ley especial se 
enfoca en los servidores públicos. No obstante, es necesario resaltar que la Jurisprudencia 
es el derecho vivo y con base en ello se determina que los Contratistas que ejercen 
funciones públicas no se tienen en cuenta en el momento de una acción u omisión de 
función, pues ellas se enfocan únicamente para los servidores públicos. 
 
La Corte también se pronunció en la Sentencia C- 286- 1996, en la cual expresó 
que: 
El particular, quien precisamente no se encuentra en la condición del 
servidor público, toda vez que no ha establecido un vínculo de dependencia 
o subordinación frente al estado en cualquiera de los cargos, organismos, 
entidades o corporaciones que hacen parte de su estructura, ni percibe de él 
asignación o salario, está en principio exento del régimen disciplinario 
estatal y su responsabilidad ante las autoridades únicamente puede surgir de 
las trasgresiones en que incurra en la relación con los preceptos 
constitucionales y legales, tales como lo pregona el artículo 6to de la Carta 
política (p. 7). 
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2. NORMATIVIDAD Y JURISPRUDENCIA FRENTE AL CONTRATISTA QUE 
EJERCE FUNCIONES PÚBLICAS 
 
Las leyes que reglamentan el Derecho Disciplinario en Colombia no están bien 
argumentadas frente al Contratista que ejerce funciones públicas (Sánchez, 2007). Si bien 
es cierto que la Corte hace una distinción entre funcionarios públicos y Contratistas que 
ejercen funciones públicas, es claro en indicar que los Contratistas no deben responder 
Disciplinariamente por las faltas en el ejercicio de sus labores durante el contrato con el 
Estado (Procuraduría General de la Nación, 2003). Y leyes como la 734 de 2002 y el 
Código Único Disciplinario reglamentan a los servidores públicos, pero no tienen en cuenta 
a los Contratistas. En cuanto a la Ley 1474 de 2011 en su artículo 114, es explícita en 
diferenciar funcionarios públicos de Contratistas con funciones públicas, a juicio, podemos 
argumentar que están para prestarle un servicio al Estado.  
  
Artículo 114. Facultades de investigación de los organismos de control 
fiscal. Los organismos de control fiscal en el desarrollo de sus funciones 
contarán con las siguientes facultades:  
a) Adelantar las investigaciones que estimen convenientes para establecer la 
ocurrencia de hechos generadores de daño patrimonial al Estado originados 
en el menoscabo, disminución, perjuicio, detrimento, pérdida, o deterioro de 
los bienes o recursos públicos, producida por una gestión fiscal 
antieconómica, ineficaz, ineficiente, e inoportuna y que en términos 
generales no se aplique al cumplimiento de los cometidos y de los fines 
esenciales del Estado. 
b) Citar o requerir a los servidores públicos, contratistas, interventores y en 
general a las personas que hayan participado, determinado, coadyuvado, 
colaborado o hayan conocido los hechos objeto de investigación. 
c) Exigir a los contratistas, interventores y en general a las personas que 
hayan participado, determinado, coadyuvado, colaborado o hayan conocido 
los hechos objeto de investigación, la presentación de documentos que 
11 
registren sus operaciones cuando unos u otros estén obligados a llevar libros 
registrados; 
d) Ordenar a los contratistas, interventores y proveedores la exhibición y de 
los libros, comprobantes y documentos de contabilidad; 
e) En general, efectuar todas las diligencias necesarias que conduzcan a la 
determinación de conductas que generen daño al patrimonio público (Ley 
1474 de 2011, p. 30). 
 
Por último, cabe señalar que existen leyes especiales para cada entidad del Estado, 
como la Ley 836 de 2003, Régimen Disciplinario para las Fuerzas Militares; Ley 1015 de 
2006, Régimen disciplinario de la Policía Nacional, entre otras. 
 
Si bien, la Constitución Política de 1991 en su artículo 92 dice: “Cualquier persona 
natural o jurídica podrá solicitar de la autoridad competente la aplicación de las sanciones 
penales o disciplinarias derivadas de la conducta de las autoridades públicas” (p. 34). 
 
Como parte del Estado podemos presentar nuestra inconformidad cuando se trate de 
funcionarios o Contratistas que no están cumpliendo con su deber u omiten funciones que 
perjudiquen al Estado como tal. 
 
La Corte Constitucional se ha pronunciado en varias ocasiones respecto del tema. Si 
nos fijamos en la Jurisprudencia de la Sentencia C-866 de 1999 precisa lo siguiente: 
 
FUNCION ADMINISTRATIVA POR PARTICULARES-Limitaciones 
para atribuirlas.  
El primer criterio que restringe la atribución de funciones administrativas a 
particulares está dado por la asignación constitucional que en forma 
exclusiva y excluyente se haga de la referida función a determinada 
autoridad. Pero no solo la Constitución puede restringir la atribución de 
ciertas funciones administrativas a los particulares, sino que también la ley 
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puede hacerlo. En efecto, si el constituyente dejó en manos del legislador el 
señalar las condiciones para el ejercicio de funciones administrativas por 
parte de los particulares, debe entenderse que el mismo legislador tiene 
atribuciones para restringir dicho ejercicio dentro de ciertos ámbitos. Existe 
otra limitación que se deduce de las reglas constitucionales, en especial del 
artículo 6° de la Carta. Por lo cual las autoridades administrativas solo 
pueden atribuir a los particulares el ejercicio de funciones jurídicamente 
suyas, no las de otros funcionarios. La atribución de funciones 
administrativas tiene otro límite: la imposibilidad de vaciar de contenido la 
competencia de la autoridad que las otorga. En efecto, la atribución 
conferida al particular no puede llegar al extremo de que este reemplace 
totalmente a la autoridad pública en el ejercicio de las funciones que le son 
propias (p. 1). 
 
En estos casos se muestra la atribución que tiene el Estado frente a las atribuciones 
que se les dirimen a los particulares. 
 
La Ley 80 de 1993 por la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública, hace referencia específica al protocolo en el momento de realizar 
un contrato con el Estado, señala los pro y los contra y además aclara que el Contratista 
debe responder civil y penalmente por el contrato realizado (Sandoval, 1994) . En cuanto a 
lo disciplinario, la norma no es clara frente a la responsabilidad del contratista, pues 
conocemos que quienes responden son los funcionarios públicos como tal, pero, si se trata 
de la vigilancia de un contrato (INTERVENTOR), el particular se ve enfrentado 
disciplinariamente, por el hecho, a su vez, de ejercer una función pública. De manera que el 
Interventor está en la obligación de solicitar información al Contratista sobre dicho 
contrato, pero la norma es clara, hace referencia al Interventor quien se ve afectado 
Disciplinariamente, mientras el Contratista responde por el contrato (Castro, 2015). . 
 




RÉGIMEN DISCIPLINARIO DE PARTICULARES- Aplicación 
al interventor de un contrato estatal que ejerce funciones públicas. 
Para la Corte, de los elementos que se desprenden de la ley, resulta claro que 
al interventor le corresponde vigilar que el contrato se desarrolle de acuerdo 
con lo pactado en las condiciones técnicas y científicas que más se ajusten a 
su cabal desarrollo, de acuerdo con los conocimientos especializados que él 
posee, en razón de los cuales la administración precisamente acude a sus 
servicios. 
Dicha función de control, que las normas contractuales asignan a los 
servidores públicos, pero que excepcionalmente en virtud del contrato de 
interventoría puede ser ejercida por un particular, implica en realidad el 
ejercicio de una función pública. 
Téngase en cuenta que el interventor, como encargado de vigilar la buena 
marcha del contrato, podrá exigir al contratista la información que estime 
necesaria; efectuará a nombre de la administración las revisiones periódicas 
indispensables para verificar que las obras ejecutadas, los servicios 
prestados o los bienes suministrados cumplan con las condiciones de calidad 
ofrecidas por los contratistas; podrá dar órdenes que se consignarán 
necesariamente por escrito; de su actuación dependerá que la 
administración, responsable del contrato de que se trate, adopte 
oportunamente las medidas necesarias para mantener durante su desarrollo y 
ejecución las condiciones técnicas, económicas y financiaras que fueron 
previstas en él, es decir, que tiene atribuidas prerrogativas de aquellas que 
en principio solo corresponden a la Administración, al tiempo que su 
función se convierte en determinante para el cumplimiento de los fines de la 
contratación estatal. 
La Corte llama la atención además sobre el hecho de que el objeto sobre el 
cual recae la vigilancia, a saber, el desarrollo del contrato estatal supone la 
presencia de recursos públicos, y que en este sentido la labor de vigilancia 
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que se le encarga para que el desarrollo del contrato se ajuste a los términos 
del contrato y a la realización de los fines estatales específicos que con él se 
persiguen, implica la protección de esos recursos. 
Concluye la Corte entonces que en el cumplimiento de las labores de 
interventoría en los contratos estatales el particular contratista se ve 
atribuido el ejercicio de una función pública y que en este sentido resulta 
aplicable en su caso la ley disciplinaria (pp. 63-64). 
 
PARTICULARES DESTINATARIOS DE LA LEY DISCIPLINARIA- 
Aplicación del criterio material. 
 Al respecto la Corte recuerda que de acuerdo con las consideraciones 
efectuadas en los apartes preliminares del presente acápite de esta sentencia, 
lo que procede en este campo es la aplicación de un criterio material para 
identificar a los particulares que pueden ser destinatarios de la ley 
disciplinaria, es decir, que debe tomarse en cuenta no el tipo de relación que 
pudiera existir entre estos y el Estado, sino el contenido de la función que 
les haya sido encomendada, la cual de poder considerarse como el ejercicio 
de una función pública, implica la aplicación de la ley disciplinaria 
(Sentencia C-037 de 2003 p. 65). 
 
La Corte Constitucional en Sentencia C- 094- 2003, frente al papel que ejerce el 
contratista, no solo explica que es un Contrato de prestación de servicios, sino que tiene un 
fin a desarrollar con el Estado. Según la Ley 80 de 1993 en su artículo 32 y en el artículo 
48 de la Ley 734 de 2002, se refiere al contrato de prestación de servicios cuyo objeto sea 
el cumplimiento de funciones públicas o administrativas. 
 
Ahora bien, para determinar si es Disciplinable o no un contratista que ejerce 
funciones públicas, es necesario definir primero que clase de actividad va a realizar, si es 
autónomo en sus decisiones, si debe cumplir horario o simplemente cumplir lo estipulado 
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en el Contrato. Pues bien, esta sentencia dada por la Corte nos brinda más claridad al 
respecto.  
 
CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS – Objeto 
/ CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS – Elementos. 
 Como puede advertirse, el contrato de prestación de servicios es una 
modalidad de contrato estatal que se suscribe con personas naturales o 
jurídicas con el objeto de realizar actividades desarrolladas con la 
administración o funcionamiento de una entidad pública pero, tratándose de 
personas naturales, solo puede suscribirse en el evento que tales actividades 
no puedan ser cumplidas por los servidores públicos que laboran en esa 
entidad o en caso que para su cumplimiento se requieran conocimientos 
especializados con los que no cuentan tales servidores.  
Se trata de un acto reglado, cuya suscripción debe responder a la necesidad 
de la administración y a la imposibilidad de satisfacer esa necesidad con el 
personal que labora en la entidad pública respectiva, pues si esto es posible 
o si en tal personal concurre la formación especializada que se requiere para 
atender tal necesidad, no hay lugar a su suscripción (Corte Constitucional 
Sentencia C-094 de 2003, pp. 9-10). 
 
Es claro, entonces, que el contrato de prestación de servicios es un contrato estatal 
que tiene como objeto una obligación de hacer, que se caracteriza por la autonomía e 
independencia del contratista, que tiene una vigencia temporal y que no genera 
prestaciones sociales por tratarse de un contrato estatal y no de una relación laboral. 
   
CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS – Generan falta 
disciplinaria aquellos cuyo objeto es el cumplimiento de funciones públicas 
o administrativas. 
Debe tenerse en cuenta que los contratos de prestación de servicios, de 
acuerdo con el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, tienen por objeto el 
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desarrollo de actividades relacionadas con la administración o el 
funcionamiento de la entidad. En cambio, la falta disciplinaria consagrada 
en el artículo 48, numeral 29, de la Ley 734 se tipifica por suscribir 
irregularmente contratos de prestación de servicios cuyo objeto sea el 
cumplimiento de funciones públicas o administrativas.  
De esto se infiere que, de acuerdo con el tenor literal del tipo, la falta 
disciplinaria se comete en un ámbito más limitado que el inherente a los 
contratos de prestación de servicios, pues mientras estos giran en torno a 
actividades relacionadas con la administración o el funcionamiento de la 
entidad, remitiendo, por lo tanto, al amplio espectro del servicio público; los 
contratos que generan la falta no son los que se relacionan con tales 
actividades sino únicamente los que tienen por objeto el cumplimiento de 
funciones públicas o administrativas (Corte Constitucional Sentencia 094 de 
2003, pp. 13-14). 
 
FUNCIÓN PÚBLICA - Ejercicio de potestades inherentes al Estado 
/ FALTA DISCIPLINARIA – Configuración en contratos de prestación de 
servicios 
Como lo precisó la Corte en la Sentencia C-037-03 “Ha de tenerse en cuenta 
el caso de aquellas personas que contratan con el Estado, pero sin asumir el 
ejercicio de funciones públicas, dado que solamente en determinados casos 
la ejecución de un contrato implica su ejercicio en cuanto se asuman 
prerrogativas propias del poder público”. Esto por cuanto “El servicio 
público se manifiesta esencialmente en prestaciones a los particulares”, en 
tanto que “La función pública se manifiesta a través de otros mecanismos 
que requieren de las potestades públicas y que significan en general 
ejercicio de la autoridad inherente del Estado”. De ahí que “Solamente en el 
caso de que la prestación haga necesario el ejercicio por parte de ese 
particular de potestades inherentes al Estado, como, por ejemplo, 
señalamiento de conductas, ejercicio de coerción, expedición de actos 
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unilaterales, podrá considerarse que este cumple en lo que se refiere a dichas 
potestades una función pública”  
De este modo, el marco de configuración de la falta disciplinaria que ocupa 
la atención de la Corte no está determinado por todo el ámbito de los 
contratos de prestación de servicios sino únicamente por aquellos cuyo 
objeto involucre el cumplimiento de funciones públicas o administrativas, es 
decir, ejercicio de potestad pública o autoridad estatal (Corte Constitucional 
Sentencia 094 de 2003, p. 14) 
  
CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS – Funciones que 
requieran dedicación de tiempo completo desvirtúan su índole de contrato 
estatal. 
Este elemento del ilícito disciplinaria evidencia una de las irregularidades 
implícitas en el contrato de prestación de servicios con ocasión del cual se 
incurre en la falta. Tal irregularidad consiste en hacer girar el objeto del 
contrato en torno a funciones que requieran dedicación de tiempo completo, 
pues con tal ingrediente se desvirtúa su índole de contrato estatal para 
imprimirle el carácter de una relación laboral.  
Ello es así por cuanto si la persona natural que ha suscrito el contrato de 
prestación de servicios tiene que cumplir funciones que requieren 
dedicación de tiempo completo, al contratista se le está exigiendo 
dedicación exclusiva para el cumplimiento del objeto de ese contrato. No 
obstante, tal exclusividad es contraria a la índole del contrato de prestación 
de servicios pues este no implica un límite a la autonomía del contratista 
((Corte Constitucional Sentencia 094 de 2003, p. 15). 
  
CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS – Independencia del 
contratista 
Una de las características fundamentales del contrato de prestación de 
servicios es la independencia del contratista. Este no se encuentra 
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subordinado a la administración, ni ve tampoco limitada su voluntad con 
ocasión del contrato suscrito. Por ello, un contrato de prestación de servicios 
que gire en torno a un objeto que implique la subordinación del contratista a 
la administración no es en verdad un contrato de esa índole sino una 
relación laboral (Corte Constitucional Sentencia 094 de 2003, p. 15). 
 
Por lo anterior, la Corte diferencia en su Jurisprudencia que el Contratista responde 
por la obligación adquirida con el Estado de acuerdo con lo pactado en el contrato. 
 
Es de resaltar que los Contratistas son independientes, pues de ser lo contrario, se 
convertiría en una relación laboral con características de funcionario público.  
 
La Ley 734 de 2002 rige el Derecho Disciplinario. En ella se explica 
detalladamente quien es un funcionario público, cuáles son sus funciones, sus obligaciones, 
sus deberes y sus derechos en el ejercicio de su cargo. En la misma Ley se señala que todas 
las Entidades del Estado tienen un área jurídica que realiza las investigaciones 
disciplinarias correspondientes a las faltas cometidas por los funcionarios públicos. 
 
Y la Procuraduría General de la Nación y las Personerías Distritales y Municipales 
tienen la potestad del poder preferente para llevar un control interno del funcionario 
público que haga u omita una función que corresponda a su cargo. 
  
Principios rectores de la ley disciplinaria. 
Artículo 1°. Titularidad de la potestad disciplinaria. El Estado es el titular 
de la potestad disciplinaria.  
Artículo 2°. Titularidad de la acción disciplinaria. Sin perjuicio del poder 
disciplinario preferente de la Procuraduría General de la Nación y de las 
Personerías Distritales y Municipales, corresponde a las oficinas de control 
disciplinario interno y a los funcionarios con potestad disciplinaria de las 
19 
ramas, órganos y entidades del Estado, conocer de los asuntos disciplinarios 
contra los servidores públicos de sus dependencias.  
El titular de la acción disciplinaria en los eventos de los funcionarios 
judiciales, es la jurisdicción disciplinaria.  
La acción disciplinaria es independiente de cualquiera otra que pueda surgir 
de la comisión de la falta.  
Artículo 3°. Poder disciplinario preferente. La Procuraduría General de la 
Nación es titular del ejercicio preferente del poder disciplinario en cuyo 
desarrollo podrá iniciar, proseguir o remitir cualquier investigación o 
juzgamiento de competencia de los órganos de control disciplinario interno 
de las entidades públicas. Igualmente podrá asumir el proceso en segunda 
instancia (Ley 734 de 2002, p. 1) 
 
Como se sabe, la función Pública es el conjunto de normas de la Administración 
pública y nos indica los deberes y obligaciones de los funcionarios del Estado. 
 
La administración pública es el ordenamiento por el cual debe regirse mediante 
parámetros que se deben seguir para sujetarse al cargo de funcionario público y, busca a su 
vez, salvaguardar sus principios que rigen el buen orden de la labor oficial. 
 
Es necesario precisar que la falta disciplinaria es la infracción a un deber por parte 
de un funcionario público. Esto lo indica la Ley en sus artículos 22, 23 que infieren sobre la 
garantía de la función pública y la falta disciplinaria.  
 
La Función Pública y la falta disciplinaria 
Artículo 22. Garantía de la función pública. El sujeto disciplinable, para 
salvaguardar la moralidad pública, transparencia, objetividad, legalidad, 
honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, publicidad, economía, 
neutralidad, eficacia y eficiencia que debe observar en el desempeño de su 
empleo, cargo o función, ejercerá los derechos, cumplirá los deberes, 
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respetará las prohibiciones y estará sometido al régimen de inhabilidades, 
incompatibilidades, impedimentos y conflictos de intereses, establecidos en 
la Constitución Política y en las leyes. 
 
Artículo 23. La falta disciplinaria. Constituye falta disciplinaria, y por lo 
tanto da lugar a la acción e imposición de la sanción correspondiente, la 
incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en 
este código que conlleve incumplimiento de deberes, extralimitación en el 
ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen de 
inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin 
estar amparado por cualquiera de las causales de exclusión de 
responsabilidad contempladas en el artículo 28 del presente ordenamiento 
(Ley 734 de 2002, p. 3). 
 
El Código Único Disciplinario infiere en su artículo 25 que los destinatarios de la 
ley disciplinaria son todos los funcionarios públicos, y los particulares que cumplan labores 
de interventoría en los contratos estatales (Roa, 2008). Si bien es claro la norma se aplica a 
particulares que ejercen su función pública como interventor, pero en ningún momento 
especifican sobre Contratistas que ejercen funciones públicas en general.  
 
(…..). 
Artículo 25. Destinatarios de la ley disciplinaria. Son destinatarios de la ley 
disciplinaria los servidores públicos, aunque se encuentren retirados del 
servicio y los particulares contemplados en el artículo 53 del Libro Tercero 
de este código (Ley 734 de 2002, p. 4). 
 
Artículo que fue modificado por la Ley 1474 de 2011 quedando de la siguiente 
manera respecto de los sujetos disciplinables:  
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Artículo 44. Sujetos disciplinables. El artículo 53 de la Ley 734 de 2002, 
señala que: 
El presente régimen se aplica a los particulares que cumplan labores de 
interventoría o supervisión en los contratos estatales; también a quienes 
ejerzan funciones públicas, de manera permanente o transitoria, en lo que 
tienen que ver con estas, y a quienes administren recursos públicos u 
oficiales. 
Se entiende que ejerce función pública aquel particular que, por disposición 
legal, acto administrativo, convenio o contrato, realice funciones 
administrativas o actividades propias de los órganos del Estado, que 
permiten el cumplimiento de los cometidos estatales, así como el que ejerce 
la facultad sancionadora del Estado; lo que se acreditará, entre otras 
manifestaciones, cada vez que ordene o señale conductas, expida actos 
unilaterales o ejerza poderes coercitivos. 
Administran recursos públicos aquellos particulares que recaudan, custodian, 
liquidan o disponen el uso de rentas parafiscales, de rentas que hacen parte 
del presupuesto de las entidades públicas o que estas últimas han destinado 
para su utilización con fines específicos. 
No serán disciplinables aquellos particulares que presten servicios públicos, 
salvo que en ejercicio de dichas actividades desempeñen funciones públicas, 
evento en el cual resultarán destinatarios de las normas disciplinarias. 
Cuando se trate de personas jurídicas la responsabilidad disciplinaria será 
exigible del representante legal o de los miembros de la Junta Directiva (p. 
11). 
 
Otra ley que integra el régimen disciplinario y va de la mano con las normas de 
Contratación Estatal, es la Ley 80 de 1993, la cual profundiza en definir realmente las 
funciones, políticas, inhabilidades e incompatibilidades de los Contratistas (particulares) 
que licitan con el Estado y de los servidores públicos que son dependientes de una Entidad 
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del Estado. Es necesario resaltar que los Contratistas (particulares) se encargan de hacer 
cumplir el contrato, buscando defender los intereses o fines del Estado. 
 
Artículo 2 numeral 2  Se denominan servidores públicos:  
a) Las personas naturales que prestan sus servicios dependientes a los 
organismos y entidades de que trata este artículo, con excepción de las 
asociaciones y fundaciones de participación mixta en las cuales dicha 
denominación se predicará exclusivamente de sus representantes legales y de 
los funcionarios de los niveles directivo, asesor o ejecutivo o sus 
equivalentes en quienes se delegue la celebración de contratos en 
representación de aquéllas (Ley 80 de 1993, p. 1). 
 
Artículo 3o. De los fines de la contratación estatal (…) Los particulares, 
por su parte, tendrán en cuenta al celebrar y ejecutar contratos con las 
entidades estatales que, además de la obtención de utilidades cuya protección 
garantiza el Estado, colaboran con ellas en el logro de sus fines y cumplen 
una función social que, como tal, implica obligaciones (Ley 80 de 1993, p. 
2). 
 
La Corte realmente se limita a definir, desde un criterio material y no subjetivo, si 
los particulares que ejercen funciones públicas deben responder en cuanto a sus funciones o 
en cuanto a lo pactado en los contratos suscritos con las entidades del Estado. 
 
Cuando se suscriben contratos con entidades estatales, sean personas naturales o 
jurídicas, con el fin de desarrollar actividades de la administración pública, se debe tener en 
cuenta que estos se realizan para llevar a cabo actividades que no pueden ser cumplidas por 
los funcionarios de la entidad pública. Por consiguiente, el suscribir un contrato de 
prestación de servicios con una entidad estatal, significa que se está adquiriendo la 
obligación de hacer y se adquiere la responsabilidad de cumplir con el objeto contractual.  
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Para hablar de las responsabilidades que en determinado momento tienen los 
contratistas, se debe tener en cuenta qué función, el deber de hacer y la obligación de 
realizar la función para la cual se es contratado, que es la base fundamental para la 
investigación disciplinaria. 
 
Si bien es cierto que existe una Ley Disciplinaria hay momentos en los que las faltas 
del funcionario no se pueden encuadrar en las que aparecen tipificadas en el mismo código 
(Ley 734/2002), quedando sin piso jurídico en determinadas circunstancias la toma de 
decisiones para sancionar a un contratista. 
 
La Ley 734 de 2002, en su Artículo 48 numeral 29, que a la letra dice:  
 
Celebrar contrato de prestación de servicios cuyo objeto sea el cumplimiento 
de funciones públicas o administrativas que requieran dedicación de tiempo 
completo e impliquen subordinación y ausencia de autonomía respecto del 
contratista, salvo las excepciones legales (p. 12). . Numeral declarado 
EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-094 de 
2003) 
 
 La Auditoría General de la República, con base en la Sentencia anterior hace 
referencia a: 
 
...la norma demandada es exequible pues en muchas ocasiones la 
administración ha hecho uso del contrato de prestación de servicios para 
encubrir verdaderas relaciones de trabajo y generar así una nómina paralela 
con personal vinculado sin agotar el trámite previsto en la Constitución y la 
ley. Se trata, por tanto, de una falta disciplinaria legítima que constituye una 
herramienta efectiva para combatir esa clase de prácticas, para prevenir el 
desconocimiento de la regulación de la vinculación de personal público y 
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para proteger los derechos de las personas afectadas con esa clase de 
contratos… (Corte Constitucional Sentencia C-094 de 2003, p. 9).  
 
El Consejo de Estado en Radicación número: 11001-03-06-000-2005-01693-
00(1693) de (2005) refiere lo siguiente: 
 
El contrato de prestación de servicios tiene por finalidad realizar actividades 
relacionadas con la administración de la entidad o el cumplimiento de sus 
funciones; su carácter es temporal; el contratista goza de autonomía e 
independencia para la ejecución de las prestaciones y puede celebrarse tanto 
con personas jurídicas como naturales, en este último caso, siempre y cuando 
las actividades contratadas no pueden cumplirse con personal de planta o 
cuando las labores requeridas exigen conocimientos especializados de los 
que no disponen los servidores de la entidad  
Procede ahora precisar si el objeto del contrato permite su celebración para 
cumplir labores de apoyo a la gestión de la entidad o si este corresponde a 
otro tipo contractual, en cuyo caso, estará regido por las disposiciones civiles 
o comerciales, especiales o del Estatuto Contractual que regule el contrato 
respectivo (p. 4). 
 
El citado documento también hace referencia a las restricciones para celebrar esta 
clase de contratos: 
 
El actual Código Único Disciplinario - Ley 743 de 2002 - consagra en su 
artículo 48 como falta gravísima celebrar contrato de prestación de servicios 
cuyo objeto sea el cumplimiento de funciones públicas o administrativas que 
requieran dedicación de tiempo completo e impliquen subordinación y 
ausencia de autonomía respecto del contratista, salvo las excepciones legales 
(p. 5 ). 
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Mediante los anteriores mecanismos y la consagración de consecuencias 
disciplinarias se evita, de una parte, la generación de nóminas paralelas y el 
desconocimiento tanto del régimen constitucional y legal de la función pública - que prevé 
unos procedimientos de ingreso al servicio – y, de otra, la observancia de la finalidad del 
contrato de prestación de servicios. 
 
Frente a lo planteado, debe colegirse que, si las tareas de apoyo a la gestión de la 
entidad se requieren en forma permanente, el contrato podrá celebrarse, pero solo por el 
tiempo necesario para la ampliación o adecuación de la planta de personal, pues como se 
advirtió, este es el mecanismo creado por el ordenamiento para el cumplimiento 
permanente de funciones públicas. 
 
La Constitución Política de Colombia de 1991 hace énfasis de acuerdo en su 
artículo 366 en las necesidades inherentes al Estado en mejorar la calidad de vida de la 
población, se tienen varios objetivos para las actividades necesarias, buscando el 
mejoramiento de la insatisfacción de las personas, el gasto público social tiene prioridad 
sobre cualquier otra necesidad, si nos detenemos en este punto se ve a simple vista, que la 
responsabilidad recae sobre el Estado quienes son los principales en administrar todo lo 
que corresponde a la  población.  
 
Artículo 366. El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de 
vida de la población son finalidades sociales del Estado. Será objetivo 
fundamental de su actividad la solución de las necesidades insatisfechas de 
salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua potable. Para tales 
efectos, en los planes y presupuestos de la Nación y de las entidades 
territoriales, el gasto público social tendrá prioridad sobre cualquier otra 





En conclusión, es importante resaltar que los Contratistas que ejercen funciones 
públicas deben responder disciplinariamente debido al alto grado de compromiso que el 
Estado deposita en ellos, para llevar a cabo la labor objeto del contrato. Es por esto que ante 
una falta leve, grave, o gravísima, se verá afectado el Estado en su parte patrimonial, y es 
en este momento donde entra el contratista a responder no solo penal y civilmente sino 
ahora disciplinariamente, enfrentándose a quedar inhabilitado en su parte profesional por 
esta clase de faltas en el ejercicio de sus funciones.   
 
En razón de lo anterior, las obligaciones derivadas de las funciones  y las conductas 
que emanan de un contrato deben ser cumplidas a cabalidad, buscando  el beneficio del 
Estado, por esto las faltas cometidas por el contratista deben tener una razón de ser para que 
su incumplimiento sea valorado como ilícito, pues lo que se reprocha no es en sí la omisión 
de la norma, sino la inexistencia de la misma en materia disciplinaria y por consecuencia la 
afectación de los principios que rigen la función pública.  
 
Como bien sabemos, la Ley 734 de 2003 define que solo responden 
disciplinariamente las personas que ejercen funciones públicas, pero en cuanto a los 
particulares, trata únicamente de aquellos que ejercen labores de interventoría, contratos 
estatales, personas que prestan servicios públicos relacionados con salud, educación, 
saneamiento ambiental y agua potable a cargo del Estado.  
 
Después de realizar un estudio a profundidad de las leyes o normas, jurisprudencia, 
analizar puntos de vista de autores, se pretende infiere si el derecho disciplinario está 
limitado, si se encuentra con vacios jurídicos frente a los contratistas que ejercen funciones 
públicas, a sabiendas que es el Estado en su necesidad es quien brinda confianza a estos 
para cumplir una misión. 
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Entonces, ¿En qué momento entran a responder los contratistas que atentan contra la 
legalidad y el patrimonio público? De esta forma, puedo concluir sobre la necesidad de una 
ley que exija, ante los vacíos jurídicos existentes, la responsabilidad de  aquellos 
contratistas que por su falta deterioren o atenten contra el patrimonio público. 
 
En ese orden de ideas, la competencia para adelantar esas investigaciones deberá ser 
de la Procuraduría General de la Nación, Personerías,  y Órganos internos, tal como lo 
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